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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                                     

SALA No. 4 DE ASUNTOS PENALES 

PARA ADOLESCENTES
Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira, octubre siete del año dos mil nueve.    




Acta No. 524 de octubre 07 del año 2009.




Expediente 66001-31-18-001-2009-00110-01




Se resuelve la impugnación presentada por la accionada contra la sentencia proferida el 1 de septiembre del presente año por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA, RISARALDA, en esta Acción de Tutela promovida por MARÍA LORENA JARAMILLO ECHEVERRY en contra de la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA. 



I. ANTECEDENTES:

La actora  a través de apoderado judicial  presentó escrito de tutela con el fin de que se le tutele el derecho fundamental de petición, que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la institución educativa arriba citada.

Se explica en el libelo demandatario, la accionante es estudiante de noveno semestre de Licenciatura de Artes Visuales en la Facultad de Bellas Artes la Universidad Tecnológica de Pereira; que para culminar sus estudios le falta cursar las asignaturas de dibujo 6 y pintura 8; que acorde con la programación académica, requiere que le levanten el prerrequisito de la materia denominada imagen (AV813), lo cual es permitido por el reglamento estudiantil; y que reúne la exigencia académica sobre el promedio de notas. Sin embargo, le fue negada tal autorización, por lo cual elevó petición formal en ese sentido ante el Comité Curricular de la Universidad, sin que a la fecha haya obtenido respuesta a su específica solicitud, y  por tanto, pide que se proteja su derecho fundamental de petición.
Luego de radicada la competencia en el Juzgado inicialmente citado, a la tutela se le dio el trámite legal con el pronunciamiento de la entidad accionada que por intermedio del Rector de la Universidad, manifiesta que se opone a las pretensiones de la actora. Sostiene que los estudiantes de ese claustro educativo gozan de libertad para programar  el avance de sus estudios, y las únicas restricciones son de naturaleza académica y presupuestal u objetivas. Advierte que no es ni reglamentario ni académicamente posible, que un estudiante obtenga permiso para cursar una asignatura sin cumplir su requisito, cuando respecto de éste, tampoco se ha cumplido, pues se generarían enormes vacíos dentro del proceso de formación, ya que para el caso, la estudiante no ha aprobado la asignatura del 6º semestre, ni la del 7º semestre,  y pretende, que se le autorice adelantar la de octavo semestre. Considera que el derecho fundamental de petición invocado por la estudiante, ha quedado surtido con la respuesta ofrecida, de la cual adjunta copia
, y por tanto solicita se declare un hecho superado.  

El Juzgado del conocimiento accedió al amparo solicitado, con base en la demanda, la respuesta ofrecida por la entidad accionada, y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, al considerar que el escrito dirigido a la solicitante no reúne los requisitos formales exigidos legalmente para que se considere como un acto administrativo, pues se trata de una simple comunicación escrita en la que no se brinda la oportunidad a la estudiante de interponer los recursos de la vía gubernativa, lo que de contera puede afectar otros derechos de igual o mayor jerarquía como el del debido proceso.
En consecuencia, concedió la tutela y ordenó a la demandada que en el término de 48  horas contadas a partir de la notificación de la decisión, emitiera acto administrativo, en uno u otro sentido, que resuelva de fondo y en forma definitiva la solicitud presentada por la accionante, donde se observe plena correspondencia entre la petición y la contestación, y se pueda acceder a los recursos de la vía gubernativa.

Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la parte demandada con el argumento de que la decisión no se ajusta al principio de congruencia,  pues considera que lo debatido en la instancia debe estar gobernado por lo propuesto por el actor y lo alegado por la entidad accionada, y en parte alguna se debatió el derecho fundamental del debido proceso que en su parecer termina siendo la ratio decidendi de la providencia que se recurre. Refiere que hubo indebida interpretación del precedente arrimado al fallo recurrido, pues en la jurisprudencia de la Corte Constitucional está claro que no existen formas predeterminadas para resolver de fondo las peticiones de los ciudadanos., ya que los actos administrativos se consideran como declaraciones de la voluntad pública tendientes a producir efectos jurídicos y que son expedidos por funcionarios investidos de la competencia para ello. Sostiene que el fondo del asunto consiste en que la actora pretende romper la ilación lógica de su proceso de formación y ello obedece a la particular manera como ha encausado el desarrollo de sus estudios, bajo su propia autonomía y responsabilidad. Arguye que el derecho de petición queda satisfecho cuando se resuelven de fondo las solicitudes presentadas y no cuando se otorgan las pretensiones en la petición contenidas. Finalmente solicita que se revoque la sentencia apelada y en su lugar se deniegue la tutela impetrada por la ocurrencia del hecho superado. 

El trámite en ésta instancia se ha surtido conforme a derecho y se pasa a resolver previas las siguientes, 





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




El derecho fundamental de petición que la señorita María Lorena Jaramillo Echeverry estima vulnerado, está amparado por el artículo 23 de la Carta Política y su trámite se halla regulado por el Código Contencioso Administrativo.

El juez a-quo, como ya se dijo, luego de un juicioso análisis, concedió el amparo solicitado, razonamiento que para esta  Sala es de recibo dado que del escrito donde se contestó la petición de la actora, se observa que la entidad educativa, sin dar una respuesta efectiva ni de fondo a la petición, de manera escueta y lacónica despacha desfavorablemente su solicitud, respuesta que resulta vaga, ambigua y sin ninguna coherencia con lo pedido.

Al respecto la Corte Constitucional ha dejado claro que:

“El derecho de petición se vulnera no sólo cuando se deja de responder una solicitud, sino cuando la respuesta no se ajusta al requerimiento formulado –por ejemplo, porque es una respuesta vaga o responde a una cuestión distinta a aquella que ha sido planteada-“ (Revista de Tutela. Diciembre del año 2000. Pág. 2444).

Mírese entonces, que tal como atinadamente lo anotó el a quo, no es válido el argumento esgrimido por la accionada recurrente, al considerar que  dio respuesta oportuna y de fondo al derecho de petición incoado por la accionante, para lo cual anexa copia del escrito de respuesta suscrito por el Decano de la Facultad de bellas Artes, calendado agosto 24 de 2009 y dirigido a la señorita María Lorena Jaramillo Echeverri, pues es sabido, y así aparece demostrado dentro de la foliatura, que la respuesta no cumplió con los requisitos exigidos por la jurisprudencia constitucional, toda vez que no fue lo suficientemente clara, precisa y congruente con lo solicitado.
La máxima autoridad constitucional, en la sentencia T-778 de 2008, Magistrado Ponente Doctor Rodrigo Escobar Gil, abordó el tema de la siguiente manera:

“(…).

4. Núcleo Esencial del Derecho de Petición

(…).

La Corte Constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición comporta los siguientes elementos
: (i) Formulación de la Petición, esto es, la posibilidad cierta y efectiva de dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades y a los particulares, sin que les sea dado negarse a recibirlas o a tramitarlas
; (ii) Pronta Resolución, es decir, la definición de fondo del asunto planteado dentro de un término razonable
, que por regla general ha sido definido por el Código Contencioso Administrativo en 15 días, lapso en el que, si no es posible resolver definitivamente la petición, deberá informarse el momento en que tendrá lugar la resolución de fondo de lo pedido, señalando las razones que motivan la dilación
; (iii) Respuesta de Fondo, o sea, la resolución definitiva de lo pedido, en sentido positivo o negativo, de forma clara -esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión-, precisa -de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas
-, congruente -de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado- y consecuente con el trámite surtido -de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente-
; y (iv) Notificación al Peticionario, es decir, la información efectiva del solicitante respecto de la decisión que, con motivo de su petición, se ha producido
.

(…)”.

Tal como lo decidió el a quo en la sentencia de primera instancia, sin duda alguna que la omisión de la entidad demandada, en dar respuesta efectiva y de fondo a la accionante, en el entendido que la misma debe ser completa, clara, y detallada acerca del asunto planteado, la ha perjudicado ostensiblemente, ya que ésta necesita en forma rápida resolver lo relacionado con sus estudios académicos, particularmente frente a la procedencia del levantamiento de los prerrequisitos para adelantar las asignaturas a que se refiere en su escrito petitorio.
De la misma manera, considera la Sala, que la respuesta ofrecida por la demandada a la actora, no satisface el requisito esencial del derecho de Petición, conforme lo ha sostenido la reiterada jurisprudencia de la Corte  Constitucional, pues la demandada, en la misma forma en que lo hizo al contestar la demanda, debió indicarle a la señorita Jaramillo Echeverry, de manera detallada todas y cada una de las razones por las cuales la universidad, como tal, (no el comité curricular), no puede acceder a sus pretensiones, vulnerándole con ello el derecho fundamental de Petición.

Obsérvese que la contestación no ha sido efectiva ni solucionó el caso planteado; y menos fue congruente al no existir coherencia entre lo pedido y lo que se respondió, supuesto que no se hizo mediante un acto administrativo que le abriera a la tutelante la posibilidad de interponer los recursos pertinentes. 
Visto entonces que la contestación dada por la entidad accionada no se hizo en forma satisfactoria, fácilmente se colige, que conforme a lo decidido por el juez a-quo, el derecho fundamental de petición de la señora María Lorena Jaramillo Echeverri, ha sido vulnerado, lo que impone la confirmación integral del fallo de primera instancia.

Sin más consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No.4 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:

1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el primero (1) de septiembre del presente año por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida a través de apoderado judicial por MARIA LORENA JARAMILLO ECHEVERRY, en contra de la UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA DE PEREIRA.
2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. Dto. 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Leonel Rogeles Moreno


 Jaime Alberto Saraza Naranjo






   (Con salvamento de voto)
� Ver folio 16 del cuaderno principal


� Cfr. T-566 de 2002, M.P. Álvaro Tafur Galvis, SU-166 de 1999, M.P. Alejandro Martínez Caballero, T-481 de 2002, M.P. Jaime Sanín Greiffenstein, T-491 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-814 de 2005, M.P. Jaime Araujo Rentería.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-124 de 2007.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-814 de 2005, M.P. Jaime Araujo Rentaría.


� Cfr. T-294 de 1997, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-510 de 2004, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-709 de 2006, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia T-249 de 2001.





